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Introducción
Desde el año 2006, el Perú ha experimentado una impresionante tasa anual 
de crecimiento económico, superior al seis por ciento. La minería ha sido 
la fuerza principal detrás de este extraordinario crecimiento. Téngase en 
cuenta que:  

•	 Las exportaciones mineras sobrepasaron los US $17 mil millones en 2007, 
constituyendo el 62 por ciento del total de las exportaciones del país. 

•	 Durante los últimos cinco años la producción de cobre se ha duplicado, y 
la de oro se ha incrementado en un 30 por ciento. 

•	 Además de docenas de operaciones existentes, 31 proyectos de explor-
ación y expansión se encuentran actualmente en marcha1. 

•	 Actualmente operan en el país 13 compañías integrantes del Consejo 
Internacional de Minería y Metalurgia – ICMM (International Council 
on Mining and Metals) - la asociación de compañías mineras más grande 
del mundo. El Perú concentra la mayor cantidad de grandes empresas 
mineras en cualquier país del mundo. También se encuentran en el Perú 
un centenar de mineras junior, enfocadas principalmente en tareas de 
exploración.

Este gran aumento de la actividad minera en el país, ha sido acompa-
ñado por el incremento de conflictos y violencia alrededor de operaciones 
mineras a gran escala, principalmente ubicados en la zona rural andina 
caracterizada por sus altos niveles de pobreza.  Temiendo que los proyectos 
mineros contaminen sus tierras y fuentes locales de agua, las comunidades 
han tratado de bloquearlos y han expresado frustración por la ausencia de 
mejoras en su calidad de vida, pese a las tremendas ganancias generadas 
por las compañías mineras que operan en su vecindad. 

Cuarenta por ciento de la población peruana vive en la pobreza; en la región 
andina las tasas de pobreza superan el 70 por ciento. El reporte de conflictos 
sociales de la Defensoría del Pueblo, entidad del gobierno peruano, dio a 
conocer recientemente una lista de 91conflictos activos alrededor de opera-
ciones mineras ubicadas a lo largo del país2. 

El gobierno peruano bajo el actual Presidente Alan García, preocupado por 
potenciales trastornos a la inversión extranjera en el sector minero como 
producto de las protestas locales, ha respondido con enérgicas medidas 
contra dichas protestas y ha criminalizado actividades definidas como 
“anti-minería”. A la fecha, algunos casos de  acusaciones contra miembros 
de grupos comunitarios y organizaciones de la sociedad civil, han tenido 
dudosa base legal y han sido archivados por falta de pruebas., Más aún,  al-
gunas compañías mineras han exacerbado las tensiones sociales al contratar 
fuerzas de seguridad privadas, varias de las cuales han sido acusadas por 
violaciones a los derechos humanos. 

El Perú enfrenta actualmente una crisis. Está en juego la viabilidad del 
sector minero a largo plazo en el país3. El gobierno peruano, la industria 
minera, las agencias donantes internacionales y la sociedad civil, deben 
emprender acciones urgentes para ayudar al país a quebrar el ciclo actual 
de conflictos, y asegurar que la minería ayude a reducir la pobreza y con-
tribuya al desarrollo del país. 

Compañías que integran el Con-
sejo Internacional de Minería 
y Metalurgia (ICMM) y tienen 
operaciones en el Perú

AngloAmerican

Barrick

BHP Billiton

Freeport McMoran

GoldFields

Mitsubishi Materials

Newmont

Nippon Mining and Metals

Rio Tinto

Sumitomo Metal Mining

Teck

Vale

Xstrata
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Es preciso mencionar que durante la actual crisis financiera mundial, los 
precios de los metales han caído significativamente, lo cual puede reducir 
el ritmo de proyectos nuevos y de expansión en el Perú. Ello no obstante, la 
minería seguirá dominando la economía del país en el futuro previsible, es-
pecialmente debido a la creciente presencia de compañías de  propiedad del 
gobierno chino, afectadas en menor medida por los problemas del mercado 
crediticio mundial. 

Antecedentes: Reformas de libre 
mercado llevaron a un agudo incre-
mento en actividades mineras

En la década de 1990, con la asistencia del Banco Mundial y el Fondo 
Monetario Internacional, el Perú privatizó y generó nuevas políticas para el 
sector minero, que tradicionalmente había sido propiedad del Estado. Di-
versas compañías mineras transnacionales, atraídas por la riqueza mineral 
del Perú, rápidamente empezaron a invertir en el país. La mayor inversión 
(que es aún la mina de oro más grande del país) fue la mina Yanacocha en el 
departamento de Cajamarca. La mina es operada por Newmont Mining, con 
sede en los EE.UU.   La compañía peruana Buenaventura y la Corporación 
Financiera Internacional, brazo del sector privado del Banco Mundial, son 
también socios. 

El proyecto Yanacocha ha tenido una historia problemática desde que 
empezó sus operaciones en 1993. Las organizaciones campesinas locales han 
realizado protestas y marchas contra el proyecto por una serie de razones, 
incluyendo su preocupación por compensaciones injustas que la compa-
ñía habría pagado por las tierras que ocupa la mina, y la contaminación 
de fuentes de agua locales usadas para irrigar el campo y dar de beber al 
ganado. En 2000, un camión que salía de la mina derramó unos 300 kilos de 
mercurio líquido en un camino que atravesaba varias comunidades. Como 
consecuencia, cerca de 1,000 pobladores locales sufrieron de envenenamien-
to con esta sustancia. En 2001-2002, las comunidades protestaron violenta-
mente por el derrame, así como por  la respuesta de la compañía que desde 
el punto de vista de las comunidades, era lenta e inadecuada. 

Dos años después, en 2004, las comunidades protestaron nuevamente, esta 
vez debido a los planes de expansión de operaciones de la mina hacia Cerro 
Quilish, una montaña considerada por muchos como clave para el suminis-
tro local de agua. Las protestas, que se tornaron violentas y duraron varios 
días, forzaron a la compañía a recortar sus operaciones y, en última instan-
cia, a retirarse de Cerro Quilish. La compañía emitió luego una disculpa, 
diciendo que no había entendido cabalmente el grado de oposición de la 
comunidad a sus planes de expansión.

Durante los años 2006-2007 se han dado otros conflictos entre comunidades 
y fuerzas de seguridad de la empresa minera.  Dos líderes de una orga-
nización local ambiental recibieron amenazas de muerte y aparentemente 
fueron blancos de una operación de espionaje llevado a cabo por personas 
que mantenían vínculos con el servicio de seguridad privado contratado 
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por Yanacocha. Basado en estos eventos una queja fue presentada contra la 
empresa bajo los Principios Voluntarios de Seguridad y Derechos Humanos 
a mediados de 2007. En junio de 2009, Newmont divulgó los resultados 
de una revisión independiente de sus políticas de seguridad y derechos 
humanos que se acordó hacer en respuesta a la queja. Se recomendó que 
la empresa investigue de manera rigorosa  abusos de derechos humanos, 
divulgar sus contratos con la policía, promover más diálogo con las co-
munidades y considerar terminar su relación con el servicio de seguridad 
privado.4

Las Protestas atraviesan la columna 
vertebral del Perú
Mientras que el proyecto Yanacocha continúa siendo un epicentro de con-
flictos, las protestas anti mineras se han expandido a lo largo del país, del 
norte al sur de la cordillera de los Andes. 

•	 Alrededor del proyecto Rio Blanco en el norte del Perú, que ahora 
es propiedad de la compañía china Zijin Metals, las comunidades han 
protestado por los impactos potenciales que la mina de cobre podría 
tener sobre sus productos agrícolas, incluyendo café y frutas orgánicos. 
En los años 2004 y 2005, las protestas locales contra el proyecto produje-
ron violentos enfrentamientos con la policía, dando como resultado dos 
muertes. En setiembre de 2007, los pobladores organizaron un referé-
ndum en el cual expresaron su rechazo al proyecto. Recientemente, en 
enero de 2009, la Coordinadora Nacional de Derechos Humanos, una 
coalición de instituciones  de derechos humanos en el Perú, dio a conocer 
fotografías tomadas en una protesta realizada en 2005, que sugerían que 
la policía y fuerzas de seguridad habían torturado a quienes particip-
aron. El gobierno dijo estar investigando el caso. Al mes de julio, la situ-
ación sigue en investigación, no hay información pública sobre avances o 
resultados.  

•	 En noviembre de 2008, en el departamento de Tacna en el sur del país, 
el gobierno peruano declaró el Estado de Emergencia para sofocar las 
violentas protestas contra la decisión gubernamental de revisar el canon 
minero, la ley que rige la distribución de ingresos producto de la activi-
dad minera en el país. Dentro de la reforma propuesta, Tacna recibiría 
una porción menor del canon minero. Tres personas fueron muertas en 
enfrentamientos entre la policía y los manifestantes5. Simultáneamente se 
produjeron protestas similares en el vecino departamento de Moquegua, 
donde oficiales de la policía fueron tomados como rehenes por un breve 
período. Estas manifestaciones fueron precedidas por protestas en junio 
de 2008, en las cuales 20,000 manifestantes bloquearon carreteras en 
Moquegua y tomaron como rehenes a 48 policías.6

•	 En agosto de 2008, poblaciones indígenas provenientes de la Amazo-
nia, protestaron contra los decretos del gobierno que buscaban disminuir 
los requisitos para la venta de tierras nativas para la extracción de 
petróleo y gas. Tras 11 días de protestas en las cuales participaron unos 
12,000 indígenas quienes ocuparon instalaciones petroleras y plantas de 
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electricidad en la Amazonía, el Congreso Peruano derogó los decretos 
números 1015 y 1073, lo que supuso un serio revés para el Presidente 
García. Aunque no se relacionan directamente con la extracción de mine-
rales, estas protestas muestran las tensiones que rodean a las operaciones 
de extracción de recursos en el país.  

•	 En junio de 2009, se dio un enfrentamiento violento entre pueblos 
indígenas y fuerzas de seguridad cerca del pueblo amazónico de 
Bagua. Los conflictos ocurrieron después de más de un mes de protestas 
por pueblos indígenas contra decretos promulgados por el gobierno de 
García con el motivo de facilitar la implementación del tratado de libre 
comercio con los Estados Unidos y abrir la Amazonía a la actividad 
minera, hidrocarburífera e hidroeléctrica. El gobierno derogó los decretos 
números 1090 y 1064 después de uno de los peores episodios de violen-
cia de los últimos tiempos.

Raíces de los conflictos
Los conflictos presentes en el sector minero peruano tienen una serie de 
orígenes. 

•	 Las comunidades locales perciben escasos beneficios provenientes de 
la actividad minera.  
Los conflictos recientes alrededor de la minería reflejan reclamos históri-
cos por parte de comunidades rurales que siempre se han sentido ex-
cluidas de los beneficios derivados de las riquezas naturales del país. El 
Perú, al igual que el resto de América Latina, es una sociedad tremenda-
mente desigual en la cual existen vastas diferencias en cuanto a riqueza y 
condiciones de vida, entre las elites urbanas de la costa (centradas princi-
palmente en la capital, Lima) y las poblaciones mayoritarias indígenas y 
campesinas que tienden a vivir cerca de donde operan las minas. El auge 
minero que experimenta el país puede estar exacerbando estas desigual-
dades, pese a que la ley peruana establece que la mitad de los ingresos 
por actividades mineras deben retornar a las zonas de extracción. En la 
práctica, las comunidades locales ven muy poco de este beneficio. 

•	 He aquí la explicación: La extracción de recursos a gran escala genera 
relativamente pocos empleos.  Por ello, la mayoría de los beneficios que 
genera deben llegar a las comunidades bajo la forma de redistribución de 
ganancias a través de programas del gobierno. En el Perú, este proceso 
de redistribución ha demostrado ser tremendamente problemático. En 
el pasado, el gobierno central fallaba en la transferencia de los ingresos 
hacia las zonas de producción minera debido a inercia burocrática o a la 
desconfianza que tenía frente a las autoridades locales. En años recientes, 
el gobierno central ha transferido más fondos pero los gobiernos locales 
(al igual que instancias de gobierno a todo nivel en el país) poseen poca 
capacidad para invertir los fondos de manera productiva. A su vez, las 
comunidades locales se sienten frustradas por la falta de mejoras en sus 
condiciones de vida, pese a la presencia de –en ocasiones— significativas 
ganancias producto de la minería. 

•	 Un informe recientemente emitido, el Comité de Relaciones Exteriores 
del Senado de los EE.UU. señalaba que:
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… los gobiernos locales en el Perú no poseen la capacidad técnica para 
emplear [los ingresos por recursos] de manera efectiva… Ello está crean-
do un grado de conflicto social y una creciente sensación de frustración 
entre la población peruana más pobre, la cual no percibe los beneficios 
concretos de este inesperado auge económico en términos de servicios, 
salud, educación o infraestructura para mejorar su vida diaria.7

De hecho, el constante riesgo político vinculado a una persistente y di-
fundida pobreza en zonas rurales y de la sierra, es una de las razones por 
las cuales la agencia de calificación de inversiones Moody decidió negar 
al país una clasificación de grado de inversión de crédito.8 

•	 El gobierno peruano podría tener mayor capacidad y voluntad política 
para regular la industria minera, manejar constructivamente los con-
flictos locales, y administrar reclamos. Las comunidades no confían que 
el gobierno abordará sus inquietudes y les protegerá efectivamente de la 
contaminación y otros riesgos que la industria minera puede causar. Las 
tensiones resultantes pueden bullir hasta convertirse en violencia, en la 
medida en que las comunidades consideran no tener otras opciones para 
hacer oír sus voces. Tal como lo señaló recientemente The Economist:

“…El problema es que los partidos políticos en el Perú no están cum-
pliendo con canalizar las demandas, conflictos y frustraciones que se 
producen por el rápido crecimiento económico. La preocupación es 
que a medida que la economía local decrezca junto con la economía a 
nivel mundial, los bloqueos de carreteras y los ataques con piedras se 
volverán un elemento aún más común de la vida peruana 9”.

La infraestructura regulatoria en el Perú sigue siendo débil y carente 
de recursos, sin llegar a cubrir la capacidad necesaria para regular de 
manera efectiva una industria de tal envergadura. Las organizaciones de 
la sociedad civil confiaron que la creación del nuevo Ministerio del Am-
biente, a instancias de donantes internacionales como el Banco Mundial, 
ayudaría a resolver estas debilidades. Desafortunadamente, el gobierno 
peruano decidió que la industria minera siga estando regulada por el 
Ministerio de Energía y Minas. Este arreglo plantea un directo conflicto 
de intereses: el Ministerio de Energía y Minas ostenta la responsabili-
dad tanto por la promoción de la inversión en minería, como por hacer 
cumplir regulaciones sociales y ambientales. 

El gobierno de García también ha sido criticado por carecer de una es-
trategia efectiva para abordar los conflictos mineros y atender sus causas 
subyacentes10. La decisión del gobierno de criminalizar las protestas con-
tra la actividad minera, y de satanizar a las organizaciones ambientalistas 
y de pueblos indígenas, presentándoles como los nuevos “comunistas”, 
sólo ha servido para incrementar las tensiones.11 

•	 Las compañías mineras han cometido en ocasiones graves errores en 
su relación con las comunidades locales. En las etapas iniciales del auge 
minero en el Perú, ello se atribuyó parcialmente a la inexperiencia de cier-
tas compañías mineras para operar en un contexto post-conflicto y en una 
sociedad tradicional como la peruana. Algunas compañías emplearon a 
personal que ostentaba actitudes desdeñosas o incluso racistas hacia las 
comunidades campesinas locales. Las compañías también trataron de 
operar en áreas que eran claramente inviables. El caso de Tambogrande, 
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en el cual una compañía minera canadiense trató infructuosamente de 
construir una mina directamente debajo de un pueblo con 16,000 habitan-
tes, es quizá el ejemplo más famoso. Tras varios años de protestas que en 
ocasiones se tornaron violentas, la compañía se vio obligada a retirarse 
del lugar en 2003, habiendo perdido US $61 millones en el proyecto.

•	 Algunas compañías mineras como Newmont, Rio Tinto y AngloAmeri-
can, han hecho esfuerzos por mejorar sus prácticas y construir mejores 
relaciones con las comunidades locales. Ello no obstante, las compañías 
pueden estar repitiendo también errores del pasado. Pese a su experi-
encia negativa con Cerro Quilish, Newmont Mining está tratando de 
expandir las operaciones de Yanacocha hacia territorios donde algunas 
Municipalidades distritales han establecido ordenanzas de conservación, 
que evitan el uso de tierra para operaciones mineras. En este caso, la 
empresa está acudiendo  a los tribunales para revocar dichas ordenanzas 
municipales – la misma estrategia empleada con desastrosos resultados 
en Cerro Quilish.  

Quebrando el ciclo del conflicto
Para quebrar el ciclo de violencia y conflicto en el sector minero en el Perú, 
el gobierno peruano, las compañías mineras, los donantes internacionales y 
la sociedad civil deben dar pasos inmediatos. Oxfam Internacional reco-
mienda a todos los actores en el sector las siguientes acciones: 

El Gobierno Peruano
1.	 Fortalecer la capacidad del gobierno. El gobierno peruano, con el apoyo 

de los donantes internacionales, debe incrementar su capacidad para 
regular la industria para asegurar el respeto a los derechos de las comuni-
dades y la protección del medio ambiente. El gobierno debe permitir una 
auditoría independiente de las entidades regulatorias involucradas en el 
sector minero para evaluar los recursos y el personal que requieren para 
ser efectivos. Asimismo, debe fortalecer a la Defensoría del Pueblo para 
asegurar que ésta oriente de manera oportuna y transparente los recla-
mos relacionados a la minería. La Defensoría debe monitorear la imple-
mentación de los acuerdos entre el estado, las compañías y las comuni-
dades, y publicar información sobre el incumplimiento de tales acuerdos. 

2.	 Permitir que el Ministerio del Ambiente regule la actividad minera. La 
decisión de colocar la actividad minera fuera de la competencia del reci-
entemente creado Ministerio del Ambiente, fue una medida política que 
socavó la credibilidad del Ministerio. El Ministerio de Energía y Minas 
no debe seguir siendo “juez y parte” de esa industria. Deben aplicarse 
las regulaciones sociales y ambientales para recuperar la confianza en el 
sector. Para tal fin, el gobierno debe fortalecer la independencia del Min-
isterio del Ambiente y asegurar que éste pueda operar sin una influencia 
política indebida. 

3.	 Revertir la criminalización de las protestas sociales en torno a op-
eraciones mineras. Deben derogarse inmediatamente los decretos que 
criminalizan las protestas sociales contra proyectos mineros. En una so-
ciedad democrática, los ciudadanos tienen derecho a expresar en forma 
pacífica sus opiniones sobre las decisiones vinculadas al desarrollo.
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4.	 Reconocer el derecho al consentimiento previo, libre e informado. 
Las comunidades locales tienen el derecho a otorgar o negar su consen-
timiento a proyectos mineros. Éste es un derecho de los pueblos indí-
genas que se encuentra firmemente establecido dentro de la legislación 
internacional. El gobierno peruano y las compañías mineras deben res-
petar tal derecho. Hacerlo ayudará a que las compañías traten de evitar 
operar en áreas donde haya amplia oposición a su presencia.

5.	 Ordenamiento territorial y Zonificación Económica y Ecológica. No 
todas las áreas del país resultan adecuadas para la minería, aunque con-
tengan depósitos minerales económicamente viables. El gobierno debe 
designar áreas donde la minería pueda ser aceptable, y zonas donde 
claramente no lo sea por razones sociales, económicas, ambientales o de 
otro tipo. La zonificación del país ayudará a las compañías a evitar áreas 
donde es probable que aparezcan conflictos y/o donde otra actividad 
como la agricultura sea más rentable económicamente.

Compañías mineras:
1.	 Respetar el derecho al consentimiento previo, libre e informado. Las 

compañías deben operar únicamente en áreas donde puedan obtener el 
consentimiento de las poblaciones potencialmente afectadas. Tratar de 
forzar operaciones en áreas que presentan oposición de la comunidad 
es una receta para el desastre. Las compañías deben respetar el derecho 
de las comunidades a dar su consentimiento a los proyectos, y con-
siderarlas como socias en el proceso de desarrollo del proyecto. Como 
socias, las comunidades locales deben recibir información adecuada e 
independiente sobre los potenciales costos y beneficios de un proyecto, 
y contar con suficiente tiempo para decidir si apoyan un proyecto 
propuesto. Respetar el derecho de consentimiento de la comunidad 
también significa que las compañías no deben tratar de revocar orde-
nanzas, declaraciones u otras expresiones de la comunidad o gobierno 
local sobre potenciales proyectos 12.

2.	 Divulgar plenamente información sobre los costos y beneficios de los 
proyectos. Como mínimo, todas las compañías mineras que operan en 
el Perú deberían participar activamente en el  proceso de Iniciativa de 
Transparencia de Industrias Extractivas del país, una iniciativa mun-
dial diseñada para promover la divulgación de ingresos de compañías 
petroleras, gasíferas y mineras. En el Perú el proceso ha avanzado 
lentamente desde que el gobierno se adhirió al EITI en 2006 y se teme 
que no se cumplirán los requisitos de validación para la fecha límite de 
marzo 2010. 
 
Adicionalmente, las compañías deberían:

•	Dar a conocer cabalmente cuánto pagan al gobierno peruano en re-
galías, impuestos y otros derechos, así como los contratos en base a los 
cuales se realizan dichos pagos. Esta revelación puede ayudar a evitar 
la frustración de las comunidades sobre las compañías y crear un base 
para el diálogo con el gobierno, que en última instancia es el respon-
sable por garantizar el desarrollo económico local.  

•	Permitir a las comunidades el acceso a registros de monitoreo ambien-
tal y otro tipo de información que permitirá a las comunidades tener 
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una mejor comprensión de la cabal naturaleza del impacto ambiental 
y social generado por un proyecto. 

•	Divulgar los planes de cierre de minas, incluyendo provisiones para 
mantener beneficios para la comunidad si la mina cierra debido a una 
caída en el precio de los metales. 

3.	 Facilitar que las  comunidades cuenten con  asesores y expertos 
independientes. Dada la limitada capacidad y voluntad del gobierno 
para proteger los intereses locales, las comunidades a menudo son de-
jadas solas para defender sus derechos frente a las compañías mineras 
multinacionales. Para superar este tremendo desbalance de poder, las 
comunidades deben tener acceso a expertos independientes que pu-
edan asesorarlos sobre sus derechos y ayudarlos a entender documen-
tos técnicos sobre los impactos sociales y ambientales. Las compañías 
deben establecer fondos que puedan ser manejados con total indepen-
dencia de éstas, y que las comunidades puedan emplear para contratar 
a sus propios expertos y consultores para asesorarles en sus procesos 
de toma de decisiones.

4.	 Asegurar que cuentan con personal adecuado. En una serie de casos, 
las tensiones entre compañías y comunidades locales han empeorado 
debido a las actitudes de empleados de las compañías. Éstas deben se-
leccionar a su personal para asegurar la contratación sólo de empleados 
que estén plenamente comprometidos con la construcción de relaciones 
positivas con las comunidades. Ello es particularmente importante 
en el caso de personal que trata directamente con las comunidades 
de manera cotidiana. Las compañías deben asegurar también que sus 
empleados y contratistas no ostenten antecedentes de abusos a los 
derechos humanos, especialmente en el campo de la seguridad.  Esto 
es particularmente importante durante la fase de exploración, la cual 
constituye usualmente el primer contacto de una compañía con una 
comunidad local. 

5.	 Condenar todo acto de intimidación y amenaza contra organizaciones 
de la sociedad civil. Las compañías mineras deben condenar pública-
mente cualquier acto de intimidación, amenaza u otra forma de acoso 
contra organizaciones de la sociedad civil que buscan proteger los 
derechos de las comunidades locales y cuidar del medio ambiente de 
manera pacífica. Las compañías deben asimismo distanciarse públi-
camente de medios de prensa que lanzan acusaciones injustificadas 
contra líderes y organizaciones de la sociedad civil. 

Donantes internacionales
1.	 Fortalecer a las instituciones. En el Perú, todas las instituciones guber-

namentales (ambientales, judiciales, técnicas) involucradas en el sector 
minero sufren de debilidades significativas. Las agencias donantes 
deben apoyar esfuerzos por parte del gobierno para contratar y capacitar 
al personal adecuado que asegure el cumplimiento de las regulaciones 
sociales y ambientales, y que responsabilice a quienes las violen. Las 
agencias donantes deben asimismo apoyar los esfuerzos del gobierno 
por fortalecer su capacidad para manejar y resolver de manera construc-
tiva los conflictos relacionados con la minería. 
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2.	 Insistir en la transparencia. Los donantes internacionales deben exigir 
la plena divulgación de los ingresos que perciben el gobierno peruano y 
aquellas instituciones, como el IFC y la banca privada, que invierten en 
proyectos mineros.

3.	 Apoyo a la sociedad civil. Algunos  funcionarios de la industria y 
del gobierno a menudo emiten juicios de opinión negativos contra las 
organizaciones de la sociedad civil en el Perú, que trabajan para vigilar 
el cumplimiento de los más altos estándares ambientales y el respeto a 
los derechos humanos por parte de las empresas mineras. En algunos 
casos, las organizaciones de la sociedad civil han sido objeto de acciones 
de seguimiento, amenazas e intimidación. La comunidad internacional 
debe apoyar los esfuerzos para fortalecer a estas organizaciones y asegu-
rar que cuenten con las habilidades y los recursos para operar de manera 
efectiva. 

4.	 Apoyar la diversificación. Las agencias donantes deben apoyar al 
gobierno peruano a diversificar su economía con el fin de reducir la 
dependencia del país respecto a la extracción de recursos. Las agencias 
donantes deben invertir en sectores como agricultura, manufactura y 
otros, que puedan crear mayores oportunidades de empleo e incremen-
tar los ingresos. Los acuerdos comerciales deben contener regulaciones 
que apoyen tal diversificación.

Sociedad Civil
1.	 Desarrollar capacidades para el diálogo. Las organizaciones de la 

sociedad civil deben trabajar con las comunidades para fortalecer sus ca-
pacidades para participar efectivamente en el diálogo con las compañías 
y agencias del gobierno. Es importante articular claramente las inqui-
etudes y los intereses de las comunidades, y construir consensos alred-
edor de éstos para asegurar que sean atendidos. Un proceso exitoso de 
diálogo con la comunidad en la mina Tintaya en el sur del país, donde 
miembros de la comunidad recibieron capacitación sobre habilidades 
para el diálogo, demostró la efectividad del desarrollo de capacidades en 
esta área..

2.	 Incrementar competencias técnicas. Las ONGs locales deben desarrol-
lar habilidades  técnicas sobre temas de minería e impacto ambiental 
y social. Ello les permitiría interpretar mejor la información técnica 
producida por las compañías mineras, e incidir  de manera más efectiva 
sobre las reformas y regulaciones relacionadas a la minería. Una mayor 
competencia técnica podría también ayudar a establecer un contrapeso 
con la industria minera ante el gobierno peruano.

3.	 Educar a la ciudadanía. La opinión pública en las áreas urbanas de la 
costa del Perú a menudo no es favorable a las preocupaciones de las co-
munidades afectadas por la minería. Ello puede facilitar que el gobierno 
y la industria asuman posturas de línea dura hacia los conflictos que 
tienen lugar en las comunidades mineras. La sociedad civil puede hacer 
más por educar al público peruano más amplio sobre los costos y benefi-
cios de la minería, y sobre la necesidad de acciones urgentes y pacíficas 
para ayudar al país a escapar del ciclo de conflicto actual.
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